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TEMAS: AMPARO POR MORA. ASTREINTES. EJECUCIÓN DE SENTENCIA. INACTIVIDAD PROCESAL. ABUSO DEL DERECHO. 

Libro de acuerdos Nº 54, Fº 1556/1560, Nº 440. En la ciudad de San Salvador de Jujuy, Provincia de Jujuy, República Argentina, a los dieciséis días del mes de agosto del año dos mil once, los señores jueces del Superior Tribunal de Justicia, doctores Clara de Langhe de Falcone, José Manuel del Campo, María Silvia Bernal, Sergio Marcelo Jenefes y Sergio Ricardo González, bajo la presidencia de la primera de las nombradas vieron el Expte Nº 7523/10, caratulado: “Recurso de Inconstitucionalidad interpuesto en Expte. Nº B-230.456/10 (Sala III- Cámara en lo Civil y Comercial) Incidente de ejecución de sentencia en el Expte Nº B-9818/96: Auad, Afife c/ Estado Provincial I.P.P.S.”, del cual, 

La Dra. de Falcone, dijo: 

De acuerdo a lo que surge de los expedientes principales, la señora Afife Auad, por medio de apoderada, promovió acción de amparo por mora, el 1º de abril de 1.996, solicitando se intimara al entonces Instituto de Previsión Social a expedirse acerca de tres presentaciones efectuadas para que se reajustaran sus haberes. 

El 1º de julio de 1.996, la Sala III de la Cámara en lo Civil y Comercial admitió al amparo y condenó a los demandados a expedirse en el plazo de diez días respecto de la petición de la actora. 

Luego, y frente al incidente de ejecución de esa sentencia, el 30 de agosto del mismo año 1.996 se impuso la suma de pesos veinte ($20) por cada día de retardo en el cumplimiento de la primera manda judicial. 

Notificados, firmes y consentidos los resolutorios, nuevamente a raíz del incumplimiento, se presentó la parte actora y pidió se remitieran las copias certificadas de la causa, al juez de instrucción penal como había ordenado el Tribunal de grado en razón de la desobediencia judicial, lo cual fue cumplido; además en dos ocasiones se pidió se notificara mediante oficio al Tribunal de Cuentas de la Provincia para que tomara conocimiento de la imposición de astreintes por la reticencia en el cumplimiento de la sentencia del amparo. Esto hasta el 2 de junio del año 2.000. 

Luego y previo a solicitar el franqueo de la causa, el Dr. Julio A. Gorena en representación de la señora Afife Auad dedujo un nuevo incidente de ejecución de sentencia –el 23 de marzo de 2.010- pretendiendo el cobro de las astreintes fijadas en el año 1.996. 

En su escrito de demanda expuso que, promovía ejecución de las condenaciones conminatorias por la suma de pesos noventa y ocho mil quinientos ($98.500) de acuerdo a la liquidación que determinó teniendo en cuenta la suma de veinte pesos ($20) diarios establecidos, con más los intereses devengados hasta el 5 de marzo de 2.010, y expresó también que a pesar del tiempo transcurrido, la parte demandada no dio cumplimiento con lo ordenado en el juicio de amparo por mora. 

La presidencia del tribunal decretó textualmente “advirtiendo que se pretende ejecutar una multa impuesta en el año 1.996, con el fundamento en un supuesto incumplimiento de la accionada y siendo que resulta obligación de la misma parte haberse ocupado de que la sentencia sea efectivizada en tiempo y forma, sin dar cuenta oportunamente al Tribunal, las astreintes devengadas resultan ineficaces, no pudiendo convertirse un Expte. en una caja de ahorro a largo plazo, por lo tanto resulta improcedente la ejecución que ahora se ejercita…” (sic). 

Contra dicha providencia el Dr. Julio César Gorena dedujo reclamo ante el cuerpo en pleno, el que fue rechazado, expresando el Tribunal de grado, para confirmar los argumentos oportunamente brindados por la presidencia, que se decretó la improcedencia de la ejecución porque la multa impuesta data del año 1.996 tornando ineficaz la naturaleza de las astreintes; y agregó que los argumentos del reclamo no justifican en absoluto la procedencia de la ejecución que se persigue. 

Disconforme con el decisorio, acude a este Superior Tribunal de Justicia el Dr. Julio César Gorena por medio de recurso de inconstitucionalidad agregado a fojas 5/9 de estos obrados, planteando primero la nulidad de la sentencia por falta de fundamentación y luego expresando los supuestos agravios que le causa el resolutorio en crisis. A lo allí expuesto remito en homenaje a la brevedad. 

Conferido el respectivo traslado, concurrió a contestarlo en representación del Estado Provincial, la Dra. Josefina María Sánchez Mera con el patrocinio letrado de la Dra. Analía Correa, quien solicita el rechazo con costas. Por idénticas razones remito a los argumentos allí contenidos. 

El Ministerio Público Fiscal emitió dictamen a fojas 36/38, opinando la señora Fiscal General Adjunta que no debe ser admitido el recurso interpuesto por el apoderado de la parte actora. 

Firme y consentida la integración del Tribunal y el llamado de autos, la causa está para resolver. 

En ese orden, coincido con la opinión del Ministerio Público en cuanto a que la sentencia del Tribunal de grado en modo alguno adolece del vicio que le atribuye la parte actora recurrente. 

La nulidad articulada en forma previa al recurso que tratamos, no puede ser atendida; en primer lugar en tanto es formalmente improcedente al no haber sido deducida dentro de los cinco días de tomar conocimiento del decisorio en que sustenta la queja. 

En lo demás, de todas maneras, no es verdad que el resolutorio de la Sala de la Cámara en lo Civil y Comercial carezca de fundamentos, como desacertadamente lo arguye la quejosa. Por el contrario, se brindaron las razones que la cuestión amerita y es por eso que fueron reproducidas en el relato de los hechos del presente, tanto las expresiones de la presidencia como luego su ratificación por el cuerpo en pleno. 

Afirmo la suficiencia de argumentos contenidos en la sentencia que se recurre porque interpreto que no puede admitirse una pretensión tal cual surge de la propia lectura de la demanda de ejecución –que fue promovida por segunda vez- la cual consiste, y fue también destacado líneas arriba, en el cobro de la supuesta suma a la que ascenderían las astreintes devengadas desde el año 1.996 en que fueron impuestas, es decir, y efectuada una simple operación matemática, hasta la fecha, hace quince años atrás. 

Y ello es así, porque el apoderado de la parte actora, más allá de promover una segunda ejecución, reitero, no fincó su interés en la resolución del conflicto supuestamente sin resolución aún, o dicho de otra manera, en la falta de cumplimiento de la sentencia de amparo por mora, sino en la realización de una exorbitante suma de dinero que pretende cobrar a la demandada, y que luego sí menciona aduciendo que ella “resulta procedente y se justifica plenamente en el comportamiento reticente e indiferente de la parte ejecutada… precisamente en su condición de adecuado medio de compulsión del que disponen los jueces…”. 

Pues bien, es cierto que puede presumirse –sin certezas- que la parte demandada aún no dio cumplimiento con lo solicitado o que, por algún otro medio la actora pudo obtener lo que pretendía mediante sus peticiones, y es posible conjeturar que cualquier alternativa sucediera, dado el tiempo transcurrido y sobre todo teniendo en cuenta las reformas y transformaciones que a lo largo de este extenso lapso de tiempo, tuvo el sistema previsional en general, y en particular el de la provincia de Jujuy en cuanto fue transferido a la Nación. 

No es menos cierto, tampoco, que la dejadez y el desinterés en el cumplimiento que la parte actora achaca a los demandados, es posible atribuirle además a la propia interesada. 

En efecto, las astreintes constituyen un medio compulsivo o una “presión sicológica”, al decir de Llambías (Rev. JA Bs. As. 1969, página 190, nota 192) al deudor renuente en el cumplimiento de una resolución judicial, si bien se establecen y eventualmente son percibidas por el actor que es quien se ve perjudicado por la demora a raíz de la contumacia del condenado. 

Son esencialmente y en lo que en especial interesa destacar para el caso, una facultad otorgada a los jueces a fin de hacer cumplir sus decisiones. 

Coincido en que el fin buscado no es la “violencia” moral por ella misma, ni la ruina del patrimonio del deudor, sino la superación de la resistencia, la derrota de una actitud antijurídica e injustificada; y para lograrlo es preciso que sean flexibles, que pueda el juez “manejar la sanción” de acuerdo a las circunstancias: aumentarla, siempre para el futuro, si se estima insuficiente –no alcanza a conmover o inmutar al renuente-; disminuirla, si se demuestran causas razonables del incumplimiento o bien dejarla sin efecto cuando se alcanza el resultado perseguido; empero, siempre son para el futuro (Conforme Jorge Mosset Iturraspe, Medios Compulsivos en Derecho Privado, Ediar, páginas 44/45). 

Yendo entonces, y desde tal perspectiva, a la causa principal y a sus agregados, surge que tales conminaciones se establecieron el 30 de agosto de 1.996, y luego se despacharon los oficios referidos al principio. También se evidencia que no existe una sola presentación de la parte actora denunciando al Tribunal que no había obtenido respuesta de la demandada. 

Las únicas diligencias que se observan luego de ese momento, son, de un lado, la ejecución de los honorarios profesionales de la entonces apoderada de la parte actora, a quien le fueron abonados por el Estado Provincial (fojas 31 y vuelta del incidente respectivo, del 23 de abril de 1.999) quien inclusive cuando la causa comienza a moverse nuevamente reclama un saldo, que también le es abonado como consta a fojas 79 y vuelta, el 27 de febrero de 2.009, y previo un pedido de habilitación de días y horas para obtenerlo. 

Por otro lado, es dable destacar un pedido de franqueo del amparo por el Dr. Gorena, efectuado en el año 2.000 (fojas 42); el cual le es proveído favorablemente en marzo de ese mismo año. 

A continuación, y en esa causa existe un decreto de presidencia de trámite del 30 de abril de 2.008 que intima a los letrados a reponer los aportes faltantes “previo al archivo de la causa”, providencia que es consentida por el Dr. Julio César Gorena quien cumple con dichos aportes y pide la remisión del expediente administrativo (jubilación) de una vocalía a otra de la misma Sala III de la Cámara Civil, el 14 de mayo de 2.009, expresando en el respectivo escrito que dicha causa es necesaria “para impulsar la correspondiente continuidad del trámite de estas actuaciones y de su ejecución de sentencia” (sic, fojas 50). 

El detalle de lo acontecido deviene necesario e indispensable para reafirmar la posición del Tribunal de grado destinada al rechazo de la ejecución de las astreintes otrora establecidas, pues, en efecto, demuestra que resulta evidente que si durante todo el extenso tiempo transcurrido no se ha obtenido respuesta, las condenaciones conminatorias perdieron su eficacia compulsiva en razón de no haberse comunicado al tribunal por el interesado acerca del incumplimiento que se sostiene, insisto, 16 años después. 

Ahora bien, dado que surgiría de las constancias principales que la causa administrativa estuvo en el archivo de este Poder Judicial, lo que significa que jamás se retiró por los interesados para que finalmente se radicara en el Instituto Provincial de Previsión Social, para el supuesto que aún no se hubiera obtenido respuesta, considero que, atento a que el Estado Provincial en su responde (fojas 28) reconoce que faltaría el dictado del acto administrativo correspondiente, teniendo en cuenta dicho allanamiento y la avanzada edad de la parte actora como que se trata de derechos personalísimos, protegidos por la Constitución tanto nacional como provincial y por los Tratados Internacionales, coincido con el Ministerio Público Fiscal en que deberá la parte demandada –si aún no lo hizo- dar estricto cumplimiento a la condena impuesta bajo las condiciones que estime pertinentes el Tribunal de origen, como jueces naturales de la causa. 

Por lo expuesto y si mi criterio es compartido, el recurso de inconstitucionalidad interpuesto por el Dr. Julio César Gorena en representación de Afife Auad debe rechazarse, con costas a su cargo en calidad de vencido en la instancia (artículo 102 del Código Procesal Civil). Propongo que la estimación de la retribución profesional se efectúe de acuerdo a la doctrina sobre honorarios mínimos y Acordada Nº 16/2.011, es decir, se regulen en las sumas de pesos un mil ($1.000) para la Fiscalía de Estado y pesos ochocientos para el Dr. Julio César Gorena, con más el impuesto al valor agregado (I.V.A.) en caso de corresponder. 

Los Dres. del Campo, Bernal, Jenefes y González, adhieren al voto que antecede. 

Por lo expuesto, el Superior Tribunal de Justicia de la Provincia de Jujuy, Resuelve 

1º) Rechazar el recurso de inconstitucionalidad interpuesto por el Dr. Julio César Gorena en representación de Afife Auad. 

2º) Imponer las costas al vencido y regular los honorarios profesionales en las sumas de pesos un mil ($1.000) para la Fiscalía de Estado y pesos ochocientos para el Dr. Julio César Gorena, con más el impuesto al valor agregado (I.V.A.) en caso de corresponder. 

3º) Registrar, agregar copia en autos y notificar por cédula. 

Firmado: Dra. Clara Aurora De Langhe de Falcone; Dr. José Manuel del Campo; Dra. María Silvia Bernal; Dr. Sergio Marcelo Jenefes; Dr. Sergio Ricardo González. 

Ante mí: Dra. Constanza María López Iriarte – Secretaria Relatora.

